
CONTRA LAS NUEVAS DISPOSICIONES QUE REGULAN LOS PERMISOS Y LICENCIAS 
DE LOS FUNCIONARIOS DOCENTES

A. La nueva normativa referente a la concesión de permisos y licencias ha introducido importantes
cambios  que,  en  general,  suponen  una  restricción  y  una  merma  importantes  en  los  derechos
laborales de los funcionarios docentes. Dichas novedades están incluidas en:

1- Decreto 59/2013 de 5 de septiembre, por el que se regula la jornada, el horario, las vacaciones,
los  permisos  y  las  licencias  del  personal  funcionario  al  Servicio  de  la  Administración  de  la
Comunidad de Castilla y León
2- Orden EDU/423/2014, de 21 de mayo, por la que se establece la adaptación de la regulación de
las vacaciones, los permisos y licencias del Decreto 59/2013 de 5 de septiembre, para el personal
funcionario  docente  de  las  enseñanzas  no  universitarias  que  presta  su  servicio  en  los  centros
públicos y servicios de apoyo a los mismos, dependientes de la Consejería competente en materia
de Educación.
3-Resolución de 17 de diciembre de 2014 de la Dirección General de Recursos Humanos de la
Consejería  de  Educación,  por  la  que  se  delegan  determinadas  competencias  en  materia  de
vacaciones,  permisos  y  licencias  del  personal  funcionario  docente  de  las  enseñanzas  no
universitarias que presta su servicio en los centros públicos y servicios de apoyo a los mismos,
dependientes de la Consejería competente en materia de Educación.
4-Circular  1/2015,  de  14  de  enero,  de  la  Dirección  General  de  Recursos  Humanos,  relativa  a
vacaciones,  permisos  y  licencias  del  personal  funcionario  docente  de  las  enseñanzas  no
universitarias que presta su servicio en los centros públicos y servicios de apoyo a los mismos,
dependientes de la Consejería competente en materia de Educación.

Es importante tener en cuenta que, por encima de todo lo anterior, sigue vigente el Estatuto del
Funcionario Público y la ley 7/2005 de 24 de mayo de la función pública de Castilla y León, que
constituye la legislación primaria con respecto a los derechos de los funcionarios docentes.

B.  A la hora de llevar a cabo una valoración general de las últimas modificaciones, se imponen
varias razones que nos empujan a plantear una respuesta contundente y clara. El sentido general de
estos cambios, como de tantos otros, se dirige a reducir al profesorado a la indefensión frente a
decisiones crecientemente arbitrarias de la administración. En esta dirección, es fundamental
señalar la forma misma que ahora adquieren los derechos reconocidos a los funcionarios docentes
en lo relativo a permisos, licencias y reducciones, pues si bien son derechos concedidos ya por ley,
se sujetan a procedimientos  que suspenden su posesión por  parte  del  profesorado para pasar a
depender del criterio más o menos equívoco de la administración. Es lo que ocurre con el anexo II
de  la  Circular  1/2015 de  14  de  enero;  en  él,  el  derecho  a  disfrutar  de  un  permiso,  licencia  o
reducción de jornada se subordina a un “concede” o “no concede” de la administración o el director
del centro, un requisito que, en este caso, es impropio y significa un espacio de arbitrariedad que
elimina  la  seguridad  jurídica.  Esos  derechos  están  ya,  por  ley,  concedidos;  un  derecho
consolidado no puede “concederse”, y, en todo caso, lo único que puede hacer la administración es
comprobar  –de acuerdo con la  documentación presentada por  el  trabajador-  si  es  o  no el  caso
establecido  para  su  ejercicio.  Por  lo  tanto,  lo  que  se  subraya  con  este  documento  es  la
condicionalidad de un derecho previamente concedido por ley a los funcionarios, condicionalidad
que pone en tela de juicio el carácter de ley de la normativa de la que afirma proceder. Además, en
relación a la inseguridad jurídica introducida por estos documentos, la delegación en los directores
de  la  facultad  de  “conceder”  ciertos  permisos  no  hace  otra  cosa  que  incrementar  la
discrecionalidad de algo que ha de estar claramente contemplado en una norma objetiva; de este
modo, se introduce un peligroso principio de desigualdad entre centros o, incluso, entre profesores
de un mismo centro.  



El análisis de la normativa arriba transcrita revela cómo, descendiendo de los niveles superiores de
legislación a los inferiores, se introducen numerosas inconsistencias cuyo significado último es la
introducción de limitaciones y requisitos no contemplados en las normas superiores. Dado que es
principio general  de la  legislación  que una norma inferior  no puede limitar  o  modificar  a  una
superior,  y  dado  que  las  presentes  “adaptaciones”  esconden  una  agresión  contra  los  derechos
consolidados de los funcionarios docentes, pedimos a la Junta de Personal Docente que tenga en
consideración lo siguiente:
1- Circular 1/2015 de 14 de enero: 
En el  análisis  de la  Circular  detectamos un primer orden de requisitos y limitaciones  extra  no
incluidos en las normas superiores; entre ellas se pueden citar:
a) Exigencia de una documentación justificativa excesiva no incluida en la norma, que afirma, en lo
relativo a los permisos,  que éstos se concederán a los funcionarios “salvo en los supuestos de
incompatibilidad  legalmente  establecidos,  previo  aviso  cuando  fuera  posible y  posterior
justificación acreditativa” (Orden EDU/423/2014 Sección 3ª artículo 9). 
Por ejemplo: en el caso del Anexo II, y en lo relativo al permiso por fallecimiento, accidente o
enfermedad grave de un familiar,  se exige “documentación que acredite el  grado de parentesco
(copia compulsada del libro de familia o de la resolución de inscripción en el registro oficial de
parejas de hecho), documento que acredite la localidad donde se reside y la del lugar donde se ha
producido el suceso (certificado de empadronamiento, certificado de defunción, certificado médico,
etc.), informe médico que acredite la hospitalización o intervención quirúrgica o la concurrencia del
elemento de gravedad, asimismo las direcciones de los centros educativos podrán determinar los
documentos justificativos que resulten necesarios atendiendo a la casuística concreta”. 
Sólo  la  lectura  de  tales  exigencias  deja  ver  que  el  funcionario,  de  principio,  es  considerado
sospechoso y falsario; adermás, se piden documentos de carácter privado como informes médicos,
cuando para justificar la asistencia médica o ingreso hospitalario existen justificantes al efecto.
b) Se establecen condiciones para el disfrute de los permisos no descritas en la ley.
Por ejemplo: en el caso de permiso por lactancia, la Circular establece que la hora de ausencia del
trabajo no se hará coincidir con horas de docencia directa, exigencia ésta  no contemplada en el
Decreto  59/2013, art. 45 letra b).
c)  En general,  se exige la presentación de la documentación acreditativa en plazos  que no son
recogidos   en el Decreto 59/2013 de 5 de septiembre o la Orden EDU/423/2014 de 21 de mayo.  
Por ejemplo: en el caso del permiso por traslado de domicilio, la circular incluye el requisito extra
de solicitarlo con una antelación de cinco días para pedir su disfrute. En el Decreto sólo se exige la
justificación, no el plazo de antelación,  y en la Orden se aclara que el personal funcionario “deberá
avisar de su ausencia a la dirección del centro con antelación suficiente antes de su disfrute (...)”.
Esta limitación añadida, como es obvio, puede resultar lesiva para los casos de traslados urgentes o
inesperados. 

Por todo ello, sabiendo que una circular no posee carácter de ley, y dado que la misma Dirección
Provincial  declaró  que  no  se  iba  a  aplicar  en  Soria  por  esa  razón,  SOLICITAMOS  SU
RETIRADA Y LA DE LOS ANEXOS QUE LA ACOMPAÑAN. 

2. Orden EDU/423/2014 de 21 de mayo
En el caso de la Orden, existen también limitaciones y requisitos novedosos con respecto al Decreto
que significan una condicionalidad de los derechos laborales garantizados por ley superior. Entre
ellas se pueden citar:

a) Artículo 25 de la Orden. Permiso por razones de guarda legal. En el apartado 1., la orden limita el
derecho a la reducción de jornada entre ¼ y la mitad de su duración con disminución proporcional
de retribuciones; en el Decreto, artículo 45 d., sin embargo, se establece que “tendrá derecho a la
reducción de su jornada de trabajo con disminución proporcional de retribuciones”, lo que quiere



decir que no establece el límite de ¼. De hecho, hasta ahora se había venido concediendo hasta 1/8,
que es el límite que establece, por su parte, el Estatuto de los Trabajadores.

b) Artículo 25 de la  Orden.  Permiso por razones  de guarda legal.  En el  apartado 5.,  la  Orden
prescribe que la reducción “deberá solicitarse con antelación mínima de 15 días al inicio de cada
trimestre, y su concesión se hará coincidir con el mismo”. Por su parte, el artículo 45 d. del Decreto
no  condiciona  el  disfrute  del  permiso  a  plazo  temporal  ninguno.  En  cualquier  caso,  la
administración es contradictoria al hacer variar la duración de los trimestres arbitrariamente, ya que
la persona solicitante de la reducción está obligada a mantener dicha  situación hasta el fin del
período vacacional correspondiente al trimestre, mientras que la persona que lo sustituye en esa
reducción es destituida al comienzo de las vacaciones correspondientes, y dada de alta de nuevo -en
caso de que la reducción se prolongue- tras finalizar el período no lectivo. De esta manera, los
trimestres tienen una duración desigual no justificada.

En el caso de esta Orden, pedimos informar convenientemente al profesorado para que, llegado el
caso, puedan reivindicar con la ayuda de los sindicatos sus derechos en las instancias oportunas. 


